SENTENCIA DE TUTELA DE 2ª INSTANCIA N°023
RADICACIÓN:    660013187001 2024 00119 01
ACCIONANTE:   MARÍA I. HERNÁNDEZ MARTÍNEZ
REVOCA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / IMPUGNACIÓN / INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN / IMPROCEDENCIA

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN – Genera improcedencia de la acción.

… En ese sentido, el Tribunal observa que le asiste razón al impugnante en cuanto afirma que la orden de primer nivel parte de supuestos inciertos, y con ello se quebrantó el derecho de defensa de la entidad, pues no hay elementos de juicio que permitan establecer que la EPS incumplió sus deberes o actuó con negligencia en la prestación del servicio, ni mucho menos para suponer que a futuro desatenderá sus deberes en la asegurabilidad en salud de la paciente.

Lo dicho, lleva a entender que no hay lugar a conceder el amparo de tutela, el cual se fundamentó únicamente en la premisa de necesidad de ordenar un tratamiento integral, en tanto la solicitud de amparo de tutela resultaba improcedente porque al momento de su presentación ante el juez constitucional el hecho alegado era inexistente, dado la satisfacción del servicio de salud, para lo cual no medió orden o requerimiento judicial alguno.
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Pereira, tres (3) de marzo de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 243
Hora: 2:33 p.m.

Radicación: 66001318700120240011901
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD -S.O.S.- S.A., frente al fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela incoada por MARÍA ISABEL HERNÁNDEZ MARTÍNEZ contra la compañía de seguros LA PREVISORA S.A. y la entidad accionante.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante, se puede sintetizar así: (i) tiene un diagnóstico de fractura de vértebra lumbar; (ii) en septiembre 13 de 2024 el médico tratante le ordenó consulta por medicina física y rehabilitación; (iii) trascurrieron más de 15 días y no había recibido la atención requerida; (iv) carece de recursos económicos para costear tratamientos de manera particular; (v) consideró vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, vida y dignidad humana. 
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales; en consecuencia, se ordene a la entidad accionada que realice, de manera inmediata, el servicio médico prescrito y, además, que cubra el tratamiento integral por los males que la aquejan. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -diciembre 13 de 2024-, el despacho de primer corrió traslado de la demanda a la EPS S.O.S. S.A. de Pereira y compañía de seguros La Previsora S.A., entidades accionadas; además, vinculó oficiosamente a la FIDUPREVISORA S.A. como vocera y administradora del FOMAG y a la Superintendencia Nacional de Salud.
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 

3.2.1.- La Directora Gestión Judicial Fiduprevisora S.A., solicitó su desvinculación del trámite constitucional por falta de legitimación en la causa por pasiva, dado que la accionante no tiene vínculo alguno con esa sociedad fiduciaria, quien actúa en calidad vocera y administradora del FOMAG; la señora MARÍA HERNÁNDEZ no pertenece ni hace parte de ese Sistema de excepción.
3.2.2.- El apoderado general de LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS y la Subdirectora Técnica (E), adscrita a la Subdirección de Defensa Jurídica de la Superintendencia Nacional de Salud, individualmente, invocaron también la falta de legitimación en la causa por pasiva, ante la ausencia de nexo causal e injerencia de las respectivas entidades con la accionante y los hechos objeto de la acción constitucional.
3.2.3.- El apoderado judicial de la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD -S.O.S.- S.A., en lo concreto del caso, informó que el servicio médico requerido por la accionante había sido autorizado por la entidad con la IPS COMFANDI CARTAGO -autorización 427276787 de octubre 10 de 2024-, orden de servicio que fue cobrada por el prestador porque fue “DEBIDAMENTE USADA” en diciembre 06 de 2024, hora 08:43. Solicitó vincular a la mencionada IPS para que remitiera los soportes médicos de la prestación del servicio.
3.3.- Culminado el término constitucional, el juzgado mediante fallo de diciembre 24 de 2024 negó por hecho superado el amparo deprecado la señora MARÍA ISABEL HERNÁNDEZ MARÍNEZ, empero concedió la tutela al derecho a su salud para ordenar a la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD -S.O.S.- S.A., garantizar a la usuaria el tratamiento integral que llegare a requerir para la atención de la patología diagnosticada como “fractura de vértebra lumbar”. 
Para llegar a la anterior determinación, el juez A quo argumentó que, si bien se pudo constatar con la accionante que para el momento del pronunciamiento ya había recibido el acceso al servicio especializado prescrito, se hacía necesario conceder el amparo de tutela para evitar el desgaste del aparato judicial con futuras acciones de tutela por parte de la usuaria por los eventuales servicios que llegare a requerir en el tratamiento médico del diagnóstico padecido. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, el apoderado judicial de la EPS S.O.S. S.A. impugnó la sentencia, en concreto, por su desacuerdo con la orden de tratamiento integral a favor de la señora MARÍA HERNÁNDEZ, como quiera que la entidad le ha brindado la atención en salud requerida por su condición médica y conforme lo considerado por el tratante, servicios que se encuentran convenidos y de acceso directo con la IPS PRIMARIA de la paciente. 
La orden judicial se basa en servicios indeterminados e inciertos, sin existir certeza de que la entidad le vaya a negar a la usuaria el acceso a servicio de salud que llega a requerir en un futuro, circunstancia que desconoce el derecho de defensa de la EPS.

Además, precisó que el diagnóstico por el que tuvo lugar el servicio de consulta especializada invocado por la accionante corresponde a “M545 LUMBAGO NO ESPECIFICADO”.
Solicitó revocar el numeral segundo del fallo de tutela confutado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
5.1.- Problema jurídico planteado
De lo expuesto en el escrito de impugnación, corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia y, de acuerdo con la impugnación presentada, establecer si en realidad fue errada la decisión del A quo al no conceder el amparo de tutela para ordenar a la EPS garantizar un tratamiento integral a la señora MARÍA ISABEL HERNÁNDEZ MARTÍNEZ. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho fundamental a la salud fue consagrado como tal por medio de la Ley 1751 de 2015
, y sirvieron de sustento para la misma los diversos desarrollos jurisprudenciales de la Corte Constitucional, los que a la postre dieron lugar a establecer por vía legal la obligación del Estado para adoptar las medidas necesarias con miras a brindar a los ciudadanos un acceso integral al servicio de salud, el cual de verse amenazado podría ser protegido por la vía constitucional
.
Al descender al caso concreto, se tiene que el juez de primer nivel estableció que, pese a que durante el trámite de la acción constitucional se atendió el pedido de la accionante, se hacía necesario conceder el amparo de tutela al derecho a la salud de la señora MARÍA HERNÁNDEZ, con el fin de que la EPS S.O.S. S.A. garantizara el tratamiento integral por la patología que relacionó como “fractura de vértebra lumbar”, ordenándole en consecuencia a dicha aseguradora en salud cubrir de manera ágil, eficaz, adecuada, oportuna y eficiente la cobertura de los servicios que a futuro llegare a requerir la paciente para la atención de su patología. 
En oposición, el impugnante sostiene que la orden judicial de un tratamiento integral a la patología referida por la accionante es equivocada, no solo porque se trata de otro diagnóstico sino porque atiende hechos futuros e inciertos, y se presupone que la EPS incumplirá su obligación con la paciente en los requerimientos de salud posteriores, lo cual quebranta la garantía del derecho de defensa de la entidad; por ello, propugna porque se revoque la determinación del A-quo.

Conforme lo planteado en la impugnación, la Sala se ocupará de observar lo relativo a la orden de tratamiento integral objeto de disenso.

Para abordar la problemática en cuestión, debe recordar la Corporación que el artículo 8° de Ley 1751 de 2015 destaca el principio de integralidad, el cual define así:

 
“Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.
 
En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada”.
De tiempo atrás, el alto Tribunal Constitucional
 destacó los elementos del principio de integralidad, con miras a garantizar que la atención en salud se realice de forma oportuna, eficiente y con calidad. Igualmente, en la sentencia T-171/18, la Corte Constitucional plasmó:

“[…] el principio de integralidad opera en el sistema de salud no solo para garantizar la prestación de los servicios y tecnologías necesarios para que la persona pueda superar las afectaciones que perturban sus condiciones físicas y mentales, sino, también, para que pueda sobrellevar la enfermedad manteniendo su integridad y dignidad personal. En ese sentido, la Corte ha señalado que el servicio “se debe encaminar a la protección constitucional del derecho fundamental a la salud, es decir que, a pesar del padecimiento y además de brindar el tratamiento integral adecuado, se debe propender a que el entorno [del paciente] sea tolerable y digno”

En relación con la cobertura integral de aquellos pacientes que recurren a la tutela como mecanismo para lograr la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable, en primer término, para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario; y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas del Estado Social de Derecho como garante del goce de las prerrogativas que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados -Sentencia T-259/19-.

Nótese que la Corte Constitucional desde la sentencia T-760/08 -sentencia hito en materia de salud- dejó en claro que son las EPS las comprometidas a garantizar a sus afiliados los servicios estén o no dentro del POS, y no deben esperar que éstos acudan a la tutela para autorizar las atenciones médicas que requieren, puesto que para ello tienen a salvo los mecanismos legales para realizar el recobro pertinente, en este caso ante la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-.

Al descender al caso concreto, la Sala encuentra necesario hacer algunas precisiones: 
Lo primero es que, en efecto, al revisar la orden médica DE septiembre 13 de 2024 que anexó la señora MARÍA HERNÁNDEZ, se aprecia que el servicio de consulta de control o de seguimiento por especialista en medicina física y rehabilitación se le prescribió para atender el diagnóstico codificado “M545”, con el comentario del galeno tratante “Dolor lumbar. Hipertrofia mamaria. Control en 3 m.”. Según lo indicó el impugnante, y conforme se puede verificar en el aplicativo SISPRO del Ministerio de Salud y Protección Social, dicho diagnóstico se refiere a un “LUMBAGO NO ESPECIFICADO”
.
En segundo lugar, como aspecto de mayor relevancia en el problema jurídico que ocupa la atención de esta Corporación, debe resaltarse que, según lo acreditó la EPS en su respuesta al traslado de la solicitud de tutela, el servicio de salud que le fue prescrito a la accionante se materializó en diciembre 06 de 2024, fecha en que la IPS hizo efectivo el cobro de la orden de servicio administrativa
, en tanto que la acción constitucional fue radicada en diciembre 12
; es decir, para el momento de la presentación de la tutela la presunta omisión ya había desaparecido.  
Lo anterior, nos lleva a la tercera precisión sobre la providencia opugnada, y es que precisamente en este caso no fue necesaria la intervención del juez constitucional para que la señora MARÍA HERNÁNDEZ lograra tener acceso al servicio de salud prescrito. 
En ese sentido, el Tribunal observa que le asiste razón al impugnante en cuanto afirma que la orden de primer nivel parte de supuestos inciertos, y con ello se quebrantó el derecho de defensa de la entidad, pues no hay elementos de juicio que permitan establecer que la EPS incumplió sus deberes o actuó con negligencia en la prestación del servicio, ni mucho menos para suponer que a futuro desatenderá sus deberes en la asegurabilidad en salud de la paciente.
Lo dicho, lleva a entender que no hay lugar a conceder el amparo de tutela, el cual se fundamentó únicamente en la premisa de necesidad de ordenar un tratamiento integral, en tanto la solicitud de amparo de tutela resultaba improcedente porque al momento de su presentación ante el juez constitucional el hecho alegado era inexistente, dado la satisfacción del servicio de salud, para lo cual no medió orden o requerimiento judicial alguno. 
Debe recordarse que, conforme lo ha definido la jurisprudencia constitucional, la carencia de objeto por hecho superado se configura cuando, en curso de la acción, la entidad realiza la conducta necesaria para cesar la vulneración de derechos alegada por la parte actora, lo que hace inocua la intervención de juez de tutela por estar garantizada la protección del derecho invocado.
 
Bajo este contexto, el Tribunal advierte que le asiste razón al impugnante en cuanto afirma que la orden de primer nivel parte de supuestos inciertos, y con ello se quebrantó el derecho de defensa de la entidad, pues no hay elementos de juicio que permitan establecer que la EPS incumplió sus deberes o actuó con negligencia en la prestación del servicio, ni mucho menos para suponer que a futuro desatenderá sus deberes en la asegurabilidad en salud de la paciente.

En tan particulares términos, la Corporación considera que la decisión que tomó el juez de primera instancia es equívoca y, en consecuencia, se revocará el fallo impugnado para, en su lugar, declarar improcedente la acción de tutela por inexistencia de la presunta vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida en diciembre 24 de 2024 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en cuanto negó por hecho superado las pretensiones de la señora MARÍA ISABEL HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, y a la vez tuteló su derecho fundamental a la salud para ordenar a la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A. garantizarle un tratamiento integral; en su lugar, SE DECLARA IMPROCEDENTE la presente acción de tutela por inexistencia de la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Su control previo de constitucionalidad, fue realizado por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-313/14.


� Sentencia T-062/17.


� Sentencia T-039/13.


� Consultado en: � HYPERLINK "https://web.sispro.gov.co/WebPublico/Consultas/ConsultarDetalleReferenciaBasica.aspx?Code=CIE10" �https://web.sispro.gov.co/WebPublico/Consultas/ConsultarDetalleReferenciaBasica.aspx?Code=CIE10� 


� Información relacionada en la página 5 del documento “06RespuestaSOS”


� Documento “01ActaReparto”


� Sentencia T-038 de 2019: “3.1.2. Hecho superado. Este escenario se presenta cuando entre el momento de interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que como consecuencia del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de derechos fundamentales alegada por el accionante[15]. Dicha superación se configura cuando se realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por tanto, terminó la afectación, resultando inocua cualquier intervención del juez constitucional en aras de proteger derecho fundamental alguno, pues ya la accionada los ha garantizado[16].”


[15] Corte Constitucional, sentencias T-970 de 2014 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-597 de 2015 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-669 de 2016 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-021 de 2017 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-382 de 2018 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), entre otras.


[16] Decreto 2591 de 1991, artículo 26: “[s]i, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”.


� Sentencia T-130 de 2014: “Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”





Página 7 de 7

